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LILIANA PATRICIA FORERO CALA
Gerente General
REDIBA S.A. E.S.P.
Calle 49 No. 38 – 09
Bucaramanga, Santander
Ref. Su solicitud concepto(1)
Respetada señora.
El peticionario solicita información acerca de cuál es la directriz de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios respecto de la aplicación del tercer inciso del artículo 25 del Decreto 19 de 2012 expedido por la Presidencia de la República.
Asimismo, y luego de poner en contexto a esta Oficina sobre una situación particular por la que atraviesa el Prestador que representa, concluye con el siguiente cuestionamiento: Se entiende que el tercero que interviene en la actuación administrativa iniciada con base en el derecho de petición de terminación del contrato, está legitimado para actuar dentro de ésta como representante del suscriptor y/o usuario, sin que el mandato cumpla con las reglas generales del derecho que rigen esta figura?
Antes de brindar una respuesta puntual a su consulta, debemos advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.
Por otra parte, y con relación a su petición de fijar una directriz respecto de la aplicación del
artículo 25 del Decreto 19 de 2012, me permito informarle que esta Entidad en cumplimiento del artículo 37 del mismo Decreto, se encuentra elaborando un acto administrativo a través del cual se impartirán instrucciones a las vigilados para que no exijan más requisitos, trámites o procedimientos de los estrictamente necesarios, y orientarlos al logro de objetivos de eficiencia, economía, celeridad, y racionalización de trámites que beneficien al ciudadano.
No obstante, me permito informarle que la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios en estricto apego a las directrices del Gobierno Nacional dará y exigirá rigurosa aplicación del principio de la buena fe, el cual a partir de la expedición del Decreto 19 de 2012 cobra especial importancia y se convierte en un instrumento eficaz para lograr que la administración obre con criterio rector de la efectividad del servicio público por encima de las conductas meramente formales que han desnaturalizado su esencia.
Lo anterior, con el único objeto de facilitar la actividad de las personas naturales y jurídicas ante las autoridades que cumplen funciones administrativas(2), contribuir a la eficacia y eficiencia de estas y fortalecer, entre otros, los principios de confianza legítima, transparencia y moralidad, para lo que se requiere racionalizar los trámites, procedimientos y regulaciones innecesarias.
Bajo este lineamiento, el artículo 25 del Decreto 19 de 2012, eliminó expresamente las autenticaciones y los reconocimientos y le otorgó presunción de legalidad a los documentos privados que tuvieran como destino una actuación administrativa, incluyendo los documentos provenientes de terceros, así:  
“ARTICULO 25. ELIMINACIÓN DE AUTENTICACIONES Y RECONOCIMIENTOS. Todos los actos de funcionario público competente se presumen auténticos. Por lo tanto no se requiere la autenticación en sede administrativa o notarial de los mismos. Los documentos producidos por las autoridades públicas o los particulares que cumplan funciones administrativas en sus distintas actuaciones, siempre que reposen en sus archivos, tampoco requieren autenticación o reconocimiento.
Ninguna autoridad administrativa podrá exigir la presentación, suministro o entrega de documentos originales autenticados o copias o fotocopias autenticados, sin  perjuicio de los controles o verificaciones que dichas entidades deban realizar,  salvo para el reconocimiento o pago de pensiones.
Los documentos privados, tuvieren o no como destino servir de prueba en   actuaciones administrativas, incluyendo los provenientes de terceros, se presumen auténticos, mientras no se compruebe lo contrario mediante tacha de falsedad, con excepción de los poderes especiales y de las actas de asamblea general de   accionistas, junta de socios y demás actos de personas jurídicas que deban   registrarse ante las Cámaras de Comercio, las cuales deberán ser presentadas personalmente por sus otorgantes ante el secretario de la respectiva Cámara.
Las copias simples que expidan los notarios de los documentos que reposan en los respectivos protocolos no se autenticarán, salvo que el interesado así lo solicite”.
En el mismo sentido, el artículo 24 de la Ley 962 de 2005, establece que las firmas de particulares impuestas en documentos privados, que deban obrar en trámites ante autoridades públicas no requerirán de autenticación, como quiera que dichas firmas se presumirán que son de la persona respecto de la cual se afirma corresponden.
De esta manera, resulta claro que no le es dado a entidades de la Administración Pública que ejerzan funciones de carácter administrativo, y a los particulares que cumplan funciones administrativa, exigir documentos originales autenticados o copias o fotocopias autenticadas para que hagan parte de una actuación administrativa, tengan éstas o no como fin servir como elemento probatorio, incluyendo las que provengan de terceros.
Ahora, en relación con el Régimen de Servicios Públicos Domiciliarios, es importante anotar, que conforme al inciso 5 del artículo 154 de la Ley 142 de 1994, la interposición de “... recursos no requieren presentación personal ni intervención de abogado aunque se emplee un mandatario...”
En consecuencia, es de entender que el artículo 154 citado, consagra una norma especial en materia de peticiones, quejas y recursos para la defensa del usuario en sede de la empresa, que le imprime total informalidad al trámite de reclamación, y expresamente habilita al suscriptor o usuario, o quien actúe en su representación, a presentar sus escritos sin necesidad de realizar presentación personal o acreditar la calidad de abogado.
Pues bien, de la lectura armónica de las normas señaladas, se colige que las peticiones y recursos presentados por usuario de servicios públicos domiciliarios o la persona que este faculte para tal fin, no requieren de autenticación o presentación personal alguna, así como tampoco el documento con el que se acredite la representación.
Ahora bien, si el tercero que actúa en nombre el usuario lo hace bajo la figura del mandato, el mismo simplemente debe ceñirse a lo preceptuado en los artículos 2142 y siguientes del Código Civil, entre lo cuales no se encuentra la exigencia de que el mismo sea autentuicado, y en cambio expresamente señala el artículo 2150 ibidem que el mismo se perfecciona con la aceptación tácita o expresa del mandatario.
No obstante lo anterior, valga precisar que la presunción de legalidad que ostentan estos documentos puede ser desvirtuada mediante la tacha de falsedad.
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección:http://basedoc.superservicios.gov.co. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
Cordialmente,
MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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